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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforma el Artículo 60 y las fracciones I y II del Artículo 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.
· Mediante la cual propone acortar los tiempos de trámite de las reformas constitucionales.

Planteada por el Diputado José María Fraustro Siller, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Primera Lectura de la Iniciativa: 28 de Junio de 2016.

Segunda Lectura de la Iniciativa: 1 de Septiembre de 2016.
Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Primera Lectura del Dictamen: 6 de Septiembre de 2016.
Segunda Lectura del Dictamen: 14 de Septiembre de 2016.

Declaratoria: 2 de Noviembre de 2016.

Decreto No. 578

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 97 / 2 de Diciembre de 2016.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 60 Y LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 196 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma el artículo 60 y las fracciones I y II del artículo 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:
E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El 5 de febrero de 1918, el XXIII Congreso Constitucional y Constituyente del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, expidió la Constitución del Estado, publicada en el Periódico Oficial el 19 de febrero de 1918, documento creado conforme a los principios sustentados en la Constitución General de la República de 1917.

La Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza cuenta con un gran número de reformas que la han actualizado en el transcurso del tiempo conforme a las circunstancias y necesidades del desarrollo político, económico, social y cultural de la entidad y de sus habitantes.
Es importante desatacar que una característica de las constituciones democráticas es la mutación, siendo necesaria la adaptación de la ley conforme al tiempo y lugar, como el jurista Ignacio Burgoa señala “para mejorarla (la ley fundamental) desde diferentes puntos de vista y adecuarla, en algunos preceptos esenciales, a las exigencias que reclama la evolución social, económica, política y cultural del pueblo mexicano”
, asimismo, el jurista Jorge Carpizo establece que “las reformas y mutaciones que sufre la ley fundamental son su propia evolución, y como tal configuran el desarrollo de la norma, son su historia y su presente”
. 
En ese sentido, la Constitución Local estipula una serie de requisitos que se deben observar para su adición o reforma por parte del Congreso del Estado, los cuales se señalan a continuación:

“I. Iniciativa suscrita por el Gobernador o por uno o varios Diputados, a la que se le darán dos lecturas con un intervalo de diez días naturales. 

II. Dictamen de la Comisión respectiva al que se darán dos lecturas con un intervalo de seis días naturales. 

III. Discusión del dictamen y aprobación del mismo, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes. 

IV. Publicación del expediente por la prensa. 

V. Que la adición o reforma sea aprobada por la mayoría absoluta de los ayuntamientos del Estado. 

VI. Discusión del nuevo dictamen, que se formará con vista del sentir de los ayuntamientos, la Comisión que conoció de la iniciativa, pronunciándose en sentido afirmativo o negativo, según el sentir de la mayoría absoluta de los respectivos ayuntamientos. 

VII. Declaración del Congreso, con vista y discusión del dictamen de la comisión.”
Asimismo, la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza establece un término de treinta días naturales para que los ayuntamientos emitan su voto, contados a partir de que reciban la documentación relativa a la reforma o adición.

En consecuencia, el procedimiento para reformar o adicionar la Constitución del Estado puede comprender un plazo de tres meses o más, lo que en algunas ocasiones representa un freno al desarrollo de nuestra entidad, por lo cual se requiere su transformación a fin de que éste sea más práctico, permitiendo así la implementación de reformas que deriven en un mayor bienestar de la sociedad coahuilense.

Aunado a lo anterior, se propone la modificación de los requisitos necesarios para reformar o adicionar la Constitución Local a fin de que a las iniciativas suscritas por el Gobernador o por uno o varios Diputados, únicamente se les dé una lectura y se turne a la Comisión correspondiente y que el dictamen que ésta emita se lea por una sola vez, sometiéndose posteriormente a su discusión.

Por lo tanto, el procedimiento legislativo sería más reducido pero no perdería el principio de rigidez característico de nuestra Constitución debido a que para su adición o reforma continúa siendo necesaria la aprobación por las dos terceras partes de los diputados presentes, la publicación del expediente por la prensa, la aprobación por la mayoría absoluta de los ayuntamientos del Estado y la discusión del nuevo dictamen, elaborado por la Comisión correspondiente en relación al sentir de los ayuntamientos, para que finalmente el Congreso del Estado haga la declaración, con vista y discusión del dictamen de la Comisión.

No obstante la Constitución del Estado de Coahuila de Zaragoza de 1869 señalaba la repetición de las lecturas, se debe considerar que las condiciones sociales obligaban al Congreso Constituyente a establecer candados que dotaran de rigidez a la norma suprema de la entidad, toda vez que los cambios constantes en el poder nacional, la sociedad y la economía coahuilense le conminaba a proteger su origen normativo, es entonces que la repetición de las lecturas obedecía a un principio de protección de la ley pero también de publicidad de las reformas constitucionales.

Las condiciones inherentes al México post-reforma obligaban al legislador a constituir medidas tendientes a informar a la mayor parte de la población, por lo que las lecturas repetitivas de las iniciativas y los dictámenes cumplían esas funciones, toda vez que en tales condiciones sociales y temporales trasladarse de un municipio a otro resultaba una tarea complicada aún para un diputado; circunstancias similares sirvieron para que los constituyentes de 1882 y 1918 volvieran a plasmar estos elementos de rigidez constitucional.  

En ese orden de ideas, es importante mencionar que en la actualidad los sistemas y vías de comunicación permiten llegar en un solo día a cualquier rincón de nuestro Estado y con un movimiento, mediante medios electrónicos, podemos enviar tanta información como sea necesaria, por lo cual la publicidad ahora es masiva y llega tan rápido a tantas personas que se ha comenzado a utilizar el concepto “viral” para definir a la información que se dispersa precipitadamente.

Por otra parte, la Constitución Local también establece que tratándose de una iniciativa de ley o decreto en materia municipal, el Presidente del Congreso del Estado inmediatamente la enviará al ayuntamiento o ayuntamientos respectivos para oír su opinión, que deberán emitir y entregar al Congreso dentro de los siete días naturales siguientes a la fecha en que la reciban, y que una vez vencido el plazo señalado, con o sin opinión de los ayuntamientos, se continuará con el trámite legislativo.  

Sin embargo, es necesario destacar que de acuerdo a la fracción II del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, emitir las bases de la normatividad municipal corresponde exclusivamente al Congreso del Estado y regular en lo particular la actividad municipal le corresponde a los ayuntamientos, precepto que se amplía con la tesis P. XCVIII/99 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, registro 192750, visible en la página 23 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, diciembre de 1999, Novena Época, que a continuación se transcribe:

“REGLAMENTOS MUNICIPALES. EL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN, NO EXIGE QUE SEAN APROBADOS POR LAS LEGISLATURAS LOCALES. El artículo 115, fracción II, de la Constitución, faculta a los Ayuntamientos para expedir bandos de policía y buen gobierno, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general, ajustándose a las bases normativas que establezcan los Congresos de los Estados. Estas bases normativas son las que las Legislaturas Estatales deben fijar en leyes y a través de las cuales determinen no sólo los procedimientos de formación de los reglamentos para que nazcan a la vida jurídica, sino también todas aquellas disposiciones generales que fijen los objetivos, directrices y normas específicas sobre la materia que pueda ser objeto de regulación a través de reglamentos municipales y a las que tengan que ajustarse los Ayuntamientos. Por tanto, no es necesario que los reglamentos municipales tengan que ser aprobados por los Congresos Locales a fin de respetar el precepto constitucional, pues éste no lo exige así.”
Es decir, de la tesis se desprende lo siguiente: a) el Congreso Local fija las bases normativas municipales mediante la ley, b) los municipios regulan su actuar municipal con independencia pero de acuerdo a esas bases, c) los reglamentos emitidos por el ayuntamiento no requieren ser aprobados por el Congreso del Estado pues deben estar ajustados a las bases normativas previamente expedidas, y d) la Legislatura Local no requiere de la opinión de los municipios para dictar las leyes (base de la normativa municipal), pues el Congreso del Estado no regula situaciones específicas de uno u otro municipio sino de los lineamientos que servirán para homogeneizar las conductas generales de los municipios que integran una entidad federativa.

Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado al respecto en la jurisprudencia P./J. 129/2005, registro 176949, visible en la página 2067 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Tomo XXII, octubre de 2005, Novena Época, de rubro y texto siguientes:

“LEYES ESTATALES EN MATERIA MUNICIPAL. OBJETIVO Y ALCANCES DE LAS BASES GENERALES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL. La reforma al artículo 115, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintitrés de diciembre de mil novecientos noventa y nueve, sustituyó el concepto de "bases normativas" utilizado en el texto anterior, por el de "leyes en materia municipal", modificación terminológica que atendió al propósito del Órgano Reformador de ampliar el ámbito competencial de los Municipios y delimitar el objeto de las leyes estatales en materia municipal, a fin de potenciar la capacidad reglamentaria de los Ayuntamientos. En consecuencia, las leyes estatales en materia municipal derivadas del artículo 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Federal, esto es, "las bases generales de la administración pública municipal" sustancialmente comprenden las normas que regulan, entre otros aspectos generales, las funciones esenciales de los órganos municipales previstos en la Ley Fundamental, como las que corresponden al Ayuntamiento, al presidente municipal, a los regidores y síndicos, en la medida en que no interfieran con las cuestiones específicas de cada Municipio, así como las indispensables para el funcionamiento regular del Municipio, del Ayuntamiento como su órgano de gobierno y de su administración pública; las relativas al procedimiento administrativo, conforme a los principios que se enuncian en los cinco incisos de la fracción II del artículo 115 constitucional, incluidos en la reforma, entre las que se pueden mencionar, enunciativamente, las normas que regulen la población de los Municipios en cuanto a su entidad, pertenencia, derechos y obligaciones básicas; las relativas a la representación jurídica de los Ayuntamientos; las que establezcan las formas de creación de los reglamentos, bandos y demás disposiciones generales de orden municipal y su publicidad; las que prevean mecanismos para evitar el indebido ejercicio del gobierno por parte de los munícipes; las que establezcan los principios generales en cuanto a la participación ciudadana y vecinal; el periodo de duración del gobierno y su fecha y formalidades de instalación, entrega y recepción; la rendición de informes por parte del Cabildo; la regulación de los aspectos generales de las funciones y los servicios públicos municipales que requieren uniformidad, para efectos de la posible convivencia y orden entre los Municipios de un mismo Estado, entre otras. En ese tenor, se concluye que los Municipios tendrán que respetar el contenido de esas bases generales al dictar sus reglamentos, pues lo establecido en ellas les resulta plenamente obligatorio por prever un marco que da uniformidad a los Municipios de un Estado en aspectos fundamentales, el cual debe entenderse como el caudal normativo indispensable que asegure el funcionamiento del Municipio, sin que esa facultad legislativa del Estado para regular la materia municipal le otorgue intervención en las cuestiones específicas de cada Municipio, toda vez que ello le está constitucionalmente reservado a este último.”
Aunado a lo anterior, en algunas ocasiones solicitar la opinión de los ayuntamientos en el proceso legislativo en materia municipal, retrasa la aplicación de normas que en atención a la dinámica actual en muchos de los casos son de urgente aplicación, además de que el trámite legislativo continua una vez transcurrido el plazo, con o sin la opinión de los ayuntamientos, máxime que éstos cuentan con un medio de impugnación que les permite objetar la ley aprobada, aun y cuando contravenga la opinión que previamente habían emitido.

En definitiva, con la presente reforma nuestro Estado podrá atender de forma más eficiente las necesidades de la sociedad, buscando que el texto constitucional este en constante evolución conforme lo requieran las circunstancias actuales de la entidad.

Por lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa con proyecto de: 

D E C R E T O

ARTÍUCLO ÚNICO.- Se reforma el artículo 60 y las fracciones I y II del artículo 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 60.- Las iniciativas presentadas por el Ejecutivo, Tribunal Superior, Organismos Públicos Autónomos o Ayuntamientos pasarán desde luego, a Comisión. Las de los diputados, se sujetarán al trámite que disponga la Ley Orgánica del Congreso. 

Las iniciativas presentadas por los sujetos a que se refiere la fracción VI del artículo anterior, se sujetarán al trámite que establezcan las disposiciones legales aplicables.

Cuando un Ayuntamiento presente una ley o decreto en materia municipal, el Congreso del Estado podrá pedir la opinión del Ejecutivo del Estado, antes de elaborar el dictamen. 

Por ley o decreto en materia municipal se entenderá sólo aquella norma o normas secundarias a que se refieren los incisos del a) al e) de la fracción IX del artículo 67 de esta Constitución. No serán leyes o decretos en materia municipal aquellas normas fiscales o presupuestales que deban ser aprobadas para el ejercicio fiscal del año siguiente.

Artículo 196. ...

I. 
Iniciativa suscrita por el Gobernador o por uno o varios Diputados, a la que se le dará una lectura y se turnará a la Comisión correspondiente.

II. 
Dictamen de la Comisión respectiva al que se le dará una lectura. 

III. a VII. ...

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Las iniciativas presentadas con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto, continuarán con su proceso legislativo en los términos establecidos en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza al momento de su presentación. 

ARTÍCULO TERCERO.- El Congreso del Estado, tendrá un plazo de treinta días contados a partir de la publicación del presente decreto para realizar las adecuaciones a la legislación correspondiente, a fin de dar cumplimiento al mismo.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de junio de 2016

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional
DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 60 Y LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 196 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
� Burgoa, Ignacio, Renovación de la Constitución de 1917, México, Instituto Mexicano del Amparo, 1994.


� Jorge Carpizo, La reforma constitucional en México. Procedimiento y realidad, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, vol.44 no.131, México, mayo/agosto, 2011.
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